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Poder Judicial de la Nación  

“BRIZUELA, DIEGO ANTONIO c/ BANCO RÍO S.A. s/ DAÑOS Y PERJUICIOS”       

  EXPTE. Nº 85.555/2006               JUZG. 50
  LIBRE Nº 588.115
                 


En la Ciudad de Buenos Aires, Capital de la República Argentina, a los             11                          días de Abril de  Dos Mil Doce, reunidos en Acuerdo los Señores Jueces de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, para conocer en los recursos de apelación interpuestos en los autos caratulados: “BRIZUELA, DIEGO ANTONIO c/ BANCO RÍO S.A. s/ DAÑOS Y PERJUICIOS”, respecto de la  sentencia de fs. 204/206, el Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver:
¿ES JUSTA LA SENTENCIA APELADA?

Practicado el sorteo resultó que la votación debía realizarse en el siguiente orden: Señores Jueces de Cámara Doctores CARLOS CARRANZA CASARES-BEATRIZ  AREÁN-CARLOS ALFREDO BELLUCCI.-

A la cuestión planteada el Señor Juez de Cámara Doctor Carranza Casares dijo:

I.- La sentencia de fs. 204/206 hizo parcialmente lugar a la demanda interpuesta por Diego Antonio Brizuela contra Banco Santander Río S.A. (antes Banco Río de la Plata S.A.), a quien condenó al pago de $ 7.500 más intereses -desde la fecha del reclamo extrajudicial- y costas. 

A tal efecto sostuvo que la entidad financiera, al debitar el crédito del que gozaba el actor por el uso de una tarjeta de crédito directamente sobre su cuenta corriente había eludido el correspondiente proceso judicial de ejecución y contrariado lo previsto por el decreto 484/87 y por el art. 12 de la ley 20.744.

II.- Ambas partes recurrieron el fallo. La actora en su memorial de fs. 224/225 -que no fue contestado- pretende el incremento de lo acordado; en tanto que la demandada al fundar su recurso a fs. 230/235, cuyo traslado fue respondido a fs. 237/239, aspira al rechazo de la demanda. Aduce que el reclamante acordó el pago de los gastos realizados con su tarjeta de crédito mediante débito automático y que no resulta aplicable el decreto 484/87 ya que no ha habido embargo de haberes. Cuestiona lo establecido por daño material y moral. 

III.- Tiene razón el recurrente cuando sostiene que el actor acordó  el pago del saldo de su tarjeta de crédito mediante débito  automático, por lo que la deuda generada era abonada con fondos de su cuenta; como así también cuando afirma que en el contrato que vinculaba a las partes estaba previsto el traspaso de cuentas de caja de ahorro -abierta para la acreditación de haberes- a cuenta corriente para cubrir descubiertos.

Ello surge del convenio agregado a fs. 58/70 (en especial puntos  I.3 y II.5.1).

Esta modalidad de saldar deudas no solo beneficia a la entidad crediticia -que se asegura la puntual percepción de la acreencia-, sino también al cliente que de esta manera evita los trámites -a veces engorrosos- que su pago entraña. 

Además se trata de una operatoria que encuentra sustento en el art. 124 de la ley 20.744 (t.o. 1976), el decreto 847/97, la resolución 844/97 del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y diversas comunicaciones del Banco Central de la República Argentina  (A 2590/97, A 3042/99 y A 3336/01, entre otras).

Ahora bien, sin perjuicio de lo expresado estimo que el banco ha ejercido abusivamente su derecho al cobro (cf. arts. 1071 del Código Civil y 208 del Código Procesal).

Sin desconocer la extralimitación del actor en el uso de la tarjeta de crédito ni el derecho del banco a percibir la integridad de su crédito, lo que aquí se cuestiona es la abusiva modalidad con la que tal percepción se llevó a cabo.

Considero que resulta contrario con la finalidad de la normativa que habilita al ente financiero a percibir de tal manera los créditos y, asimismo, contrario a la moral, las buenas costumbres y la buena fe, que a través de este mecanismo se le sustraiga -ni bien lo deposita el empleador- la totalidad del sueldo al deudor, dejándolo sin remuneración alguna; que es la situación que precisamente procura impedir la legislación -de orden público- que limita la embargabilidad de los haberes. Máxime si se repara que en el caso tal exacción se llevó a cabo respecto de los sueldos de -al menos- dos meses consecutivos y el demandado fue oportunamente anoticiado de la situación (fs. 185).
Cohonestar que la entidad crediticia, dada la automaticidad del procedimiento, impida que su cliente-deudor perciba su salario mensual durante -cuanto menos- dos períodos seguidos, importaría transgredir los principios que sustentan el decreto nacional 484/87  y el art. 147 de la citada ley 20.744 (t.o. 1976) (cf. art. 16 del Código Civil).
Además, no puede soslayarse que en definitiva se encuentran en juego los principios que informan los arts. 14 bis de la Constitución Nacional, el art. XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, el art. 7 del Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (tratados con rango constitucional conforme el art. 75, inc. 22), que se verían conculcados si se permitiese a los bancos llevar a cabo conductas como la que ha dado origen a este pleito.

Por otra parte, una cláusula contractual que avale –en el caso “irrevocablemente”- tal proceder entrañaría un hecho de los que no puede ser objeto de los actos jurídicos (arts. 953 y 21 del Código Civil). 

No puede dejarse de lado que la ley 24.240 de protección del consumidor es aplicable a la actividad bancaria de acuerdo a numerosos precedentes jurisprudenciales (véase, entre otros: C.N.Civ., sala F, “Origina, Fernando J. c/ Banco Francés del Río de la Plata”, del 11/3/99, en La Ley 1999-E, 473; íd., sala H, “T., M.E. s/ suc”, del 16/8/02, en La Ley, 2002-E, 482; íd., sala K, “Palacín de Rodríguez, María Cristina y otros c/ Bank Boston y otro”, del 7/9/06, en La Ley 2007-A, 39) y notas doctrinarias (Casiello, Juan J., “El derecho del consumidor y los contratos bancarios-Deber de información y buena fe”, en La Ley 1999-B, 269; Moeremans, Daniel, "Contratación bancaria y ley de defensa de los consumidores (ley 24.240)”, en La Ley, 1997-E, 1267; Mosset Iturraspe, Jorge, “El cliente de una entidad financiera -de un banco- es un consumidor tutelado por la ley 24.240", en Jurisprudencia Argentina, 1999-II, 841; Stiglitz, Gabriel, “Últimas resistencias contra la protección del consumidor”, en Jurisprudencia Argentina., 1999-II, 843 y “Control de la actividad bancaria y defensa del consumidor”, en Jurisprudencia Argentina, 2000-IV, 304; Vázquez Ferreyra, Roberto A.- Romera, Oscar E., “La ley de defensa del consumidor en los contratos bancarios a la luz de un valioso precedente judicial”, en La Ley, 1996-C, 1004; Vázquez Ferreyra, Roberto A,  “Cuenta corriente bancaria, contratos de adhesión y tutela del consumidor- Comentario breve”, en El Derecho t. 177, p. 235), así como también, a modo de ejemplo, de conformidad con lo establecido por la resolución 313/1998 -Secretaría de Industria, Comercio y Minería-, publicada en el Boletín Oficial del 14/5/1998.

La citada ley 24.240 fue sancionada por el Congreso de la Nación, dentro de las facultades que le otorga el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional y, según se desprende de los antecedentes parlamentarios, tuvo por fin llenar un vacío existente en la legislación argentina, pues otorga una mayor protección a la parte más débil en las relaciones comerciales -los consumidores- recomponiendo, con un sentido ético de justicia y de solidaridad social, el equilibrio que deben tener los vínculos entre comerciantes y usuario, que se veían afectados ante las situaciones abusivas que se presentaban en la vida cotidiana." (Fallos: 324:4349).  

Su art. 3°, en lo que aquí interesa, dispone que en caso de duda se estará siempre a la interpretación más favorable al consumidor y su art. 37 establece que se tendrán por no convenidas las cláusulas que importen renuncia o restricción de los derechos del consumidor o amplíen los derechos de la otra parte (apartado b), que la interpretación del contrato se hará en el sentido más favorable para el consumidor y que cuando existan dudas sobre los alcances de su obligación, se estará a la que sea menos gravosa (anteúltimo párrafo).

Se trata -se ha dicho- de reglas interpretativas diferenciadas que importan una orientación para el magistrado, para intentar equilibrar las desigualdades que existen. El juez al sentenciar no puede prescindir de esta pauta interpretativa, de esta directriz impuesta por la norma y que ello lleva a concluir que aunque no fuere alegado por las partes el principio in dubio pro consumidor debe ser aplicado o, que de verificarse la presencia de cláusulas abusivas, estas deberán ser tenidas como no convenidas (Bersten, Horacio L., Derecho procesal del consumidor, Ed. La Ley, págs. 458 y ss.).
Consecuentemente no puede avalarse en modo alguno la extensión con la que el banco pretende interpretar las cláusulas que habilitan el débito automático del saldo deudor de la tarjeta de crédito o el traspaso de fondos entre las cuentas, en su intento por justificar la exacción de dos salarios consecutivos. Parece verdaderamente poco razonable poner de tal manera en vilo el sustento de una persona y su familia.

En un afín orden de ideas, esta sala ha recordado que la demandada actúa como una empresa profesional, presumiéndose una pericia especial para el desempeño de la actividad, que su conducta no puede apreciarse con los parámetros aplicables a un neófito, sino que debe ajustarse a un standard de responsabilidad agravada y que se trata de un comerciante profesional con alto grado de especialización (L. 469.441 del 5/3/07, L. 472.181 del 20/3/07 y L. 472.425, del 13/11/07), por lo que resulta poco comprensible -habiendo sido en el caso anoticiado de la situación- su actitud desaprensiva en la modalidad de cobro de la deuda.
IV.- Convalidada la procedencia del reclamo, corresponde abocarse a las partidas indemnizatorias. 

Ante todo advierto que el daño patrimonial alegado no ha sido demostrado. 

El actor en su escrito inicial ha rotulado este segmento de su pretensión “daños y perjuicios” y “daño material” de una manera poco clara (fs. 34vta. a fs. 35), como si se tratase de dos tópicos diferentes. Hace referencia a la ayuda recibida de sus compañeros de trabajo y a que vivió una situación de riesgo “ante cualquier enfermedad y/o accidente que pudiera haber sucedido”. 

Sin embargo, no se han arrimado al proceso elementos de convicción que acrediten un perjuicio de esta índole.

Los testigos aportados por el reclamante declaran a fs. 143, 144 y 145 haberle entregado dinero en el tiempo en que se había visto impedido de percibir sus haberes, pero esto no entraña pérdida patrimonial alguna. Estos prestamistas solidarios (o derechamente donantes) no solo omiten mencionar que hubieran cobrado algún tipo de interés, sino que ni siquiera afirman que se les hubiera devuelto lo dado.

Tampoco ha explicado el demandante -ni menos aún probado- que en ese lapso se hubiera debido realizar algún tipo de desembolso vinculado causalmente con esta situación de emergencia. Y las referencias a eventuales riesgos que no se habrían concretado -sin perjuicio de su ponderación al examinar el daño moral- no superan el límite de lo meramente conjetural.

En definitiva, no hay menoscabo patrimonial cierto acreditado. 

V.- Distinta es la cuestión del perjuicio extrapatrimonial. 

El art. 522 del Código Civil, reformado por la ley 17.711, dispone que en los casos de indemnización por responsabilidad contractual el juez podrá condenar al responsable a la reparación del agravio moral que hubiese causado, de acuerdo con la índole del hecho generador de la responsabilidad y circunstancias del caso. 

Este perjuicio extrapatrimonial, puede derivar del incumplimiento contractual por culpa o negligencia (art. 522, citado), sin necesidad de acreditarse dolo o malicia, ya que puede resultar una consecuencia de lo que acostumbra suceder según el curso natural y ordinario de las cosas (arts. 901 y 520,  Código Civil; Mayo, en Belluscio, dir, Zannoni, coor, Código Civil, Ed. Astrea, Buenos Aires, 1979, t. 2, p. 726; Compagnucci de Caso, en Bueres, dir. Highton, coor, Código Civil, Ed. Hammurabi, Buenos Aires, 2006, t. 2 A, p. 226).

Para estimar pecuniariamente la reparación del daño moral falta toda unidad de medida, pues los bienes espirituales no son mensurables en dinero. Sin embargo, al reconocerse una indemnización por este concepto, no se pone un precio al dolor o a los sentimientos, sino que se trata de suministrar una compensación a quien ha sido injustamente herido en sus afecciones íntimas. Si la indemnización en metálico no puede por sí restablecer el equilibrio perturbado del bienestar de la víctima, puede sin embargo, procurarle la adquisición de otros bienes que mitiguen el daño (C.N.Civ., esta sala L. 465.066, del 13/2/07).
Bajo tales premisas, juzgo evidente la situación de angustia, inseguridad y zozobra padecida por la imposibilidad de cobrar sus haberes y encontrar de tal manera comprometida la satisfacción de las necesidades mas básicas propias y de su familia (fs. 4 y 7 del incidente de beneficio de litigar sin gastos) y estimo que el monto fijado por el pronunciamiento, que es el reclamado por el propio damnificado (cf. arts. 34, inc. 4° y 163, inc. 6° del Código Procesal), ha sido correctamente determinado.
V.- En mérito de lo expuesto, después de haber examinado las argumentaciones y pruebas conducentes, propongo al acuerdo revocar parcialmente la sentencia recurrida solo en cuanto hace lugar al reclamo por daño patrimonial y confirmarla en todo lo demás que decidió y fue objeto de agravios no atendidos, con costas de alzada a la parte demandada vencida en la cuestión sustancial de la responsabilidad y en atención a la naturaleza del reclamo (art. 68 del Código Procesal). 

Los Señores Jueces de Cámara Doctores Beatriz Areán y Carlos Alfredo Bellucci votaron en el mismo sentido por razones análogas a las expresadas en su voto por el Doctor Carranza Casares. Con lo que terminó el acto. 
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Buenos Aires,                             de abril de 2012.-

        Y VISTOS:
        Por lo que resulta de la votación de que instruye el acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I.- Revocar parcialmente la sentencia recurrida solo en cuanto hace lugar al reclamo por daño patrimonial y confirmarla en todo lo demás que decidió y fue objeto de agravios no atendidos, con costas de alzada a la parte demandada vencida. II.- Devueltas que sean las actuaciones se proveerá lo pertinente a fin de lograr el ingreso de la tasa judicial (arts. 13 y  conc. de la ley 23.898). III.- En atención al monto condenado -que incluye los intereses-; a  la calidad, extensión y mérito de la labor profesional desarrollada en este proceso, etapas cumplidas y resultado obtenido; a lo que establecen los arts. 6, 7, 9, 14, 19, 37, 38 y conc. de la ley 21.839 y la ley 24.432 se confirman por considerarlos ajustados a derecho los honorarios fijados al letrado patrocinante del actor, DR. MAGLIO ESTARGIDIO FERNÁNDEZ. Por los trabajos de alzada se fija la remuneración del DR. FERNÁNDEZ y la del letrado apoderado de la parte demandada,  DR. MATÍAS CASAL en CUATROCIENTOS CINCUENTA PESOS ($ 450), para cada uno.Se deja constancia de que la publicación de esta sentencia se encuentra sujeta a lo establecido por el art. 164, segundo párrafo, del Código Procesal.  Notifíquese y devuélvase. CARLOS CARRANZA CASARES-BEATRIZ  AREÁN-CARLOS ALFREDO BELLUCCI. ES COPIA.-
